LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS SANCIONA
CON FUERZA DE
L E Y:

ARTÍCULO 1: 
La Provincia de Entre Ríos adhiere por la presente Ley, en todos sus términos al Decreto Presidencial de la Sra Presidenta, Dra Cristina Fernández de Kichner, Nº 2635/2015, el cual expresa en sus Considerandos: “….Que, ante la situación planteada, y no habiéndose sancionado aún desde el 22 de agosto de 1994 la Ley de Coparticipación Federal que establece el artículo 75 inciso 2 y la Disposición Transitoria Sexta de la Constitución Nacional, resulta necesario adoptar medidas urgentes, haciendo extensivo a la totalidad de las restantes jurisdicciones el cese a la detracción del QUINCE POR CIENTO (15%) de la masa de impuestos coparticipables pactada en la Cláusula Primera del “ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO NACIONAL Y LOS GOBIERNOS PROVINCIALES” del 12 de agosto de 1992 ratificado por la Ley N° 24.130, en la proporción que le corresponda de acuerdo a la distribución y a los índices fijados en la Ley N° 23.548.

Que es de estricta justicia para con el conjunto de las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires extender los efectos de los fallos al conjunto de ellas, en pleno acatamiento a la decisión de la CSJN y previendo además la debida protección al sistema para que no se resientan las prestaciones que tiene a su cargo, mientras tanto se discuta un nuevo régimen federal que suplante al actual. 

Que va de suyo los argumentos de la CSJN permiten suponer su extensión a cuantas Provincias reclamantes se presenten y en el menor tiempo posible, por lo que es necesario evitar pleitos, gastos y la producción de intereses que compensen las demoras….”
Y acatando a través de dicho Decreto, como corresponde desde su figura Presidencial, el Fallo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en relación al reclamo de los Fondos Coparticipables de las Provincias, el cual entiende que: 

“La Corte prohíbe al Estado Nacional reducir los fondos coparticipables de las provincias y pide el dictado de un nuevo régimen de coparticipación federal, tal como lo ordena la Constitución 

En el caso, se declara la inconstitucionalidad del artículo 76 de la ley 26.078 en tanto permite la deducción del 15% de la masa coparticipable entre las provincias. 
La consecuencia de la decisión resulta ser que el Estado Nacional deberá: (1) cesar en forma inmediata de detraer esos fondos bajo apercibimiento de ordenar al presidente del Banco Nación que cumpla con la orden en el plazo de diez días; (2) devolver a las provincias la suma retenida indebidamente desde el 1° de enero de 2006 más los intereses que correspondan. 
A fin de hacer efectiva esta condena, la Corte Suprema fijó un plazo de 120 días para que las partes acuerden la forma y plazos en que el Estado Nacional reintegrará las sumas debidas a las provincias, con la advertencia de que, en caso de incumplimiento, la determinará el Tribunal en la etapa de ejecución de sentencia....”
ARTÍCULO 2:
Queda debidamente autorizada la Provincia de Entre Ríos, a realizar las disposiciones legales y jurídicas competentes que considere necesarias, para la consolidación de la devolución adeudada y correspondientemente a lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.
ARTÍCULO 3:
 La Provincia de Entre Ríos, a través de sus órganos competentes en la materia, invita a las demás jurisdicciones de la República, a adherir a las disposiciones del Decreto Nacional Nº 2635/2015, que responde a lo establecido, según el artículo precedente.

ARTÍCULO 4:
La presente Ley será efectiva para todo el territorio provincial, a partir de su sanción y promulgación.
ARTÍCULO 5:
De forma.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente;


En pos de lo determinado por el reciente Fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina y, habiendo acatado nuestro Estado Nacional, lo correspondiente a dicho dictamen jurídico, lo cual, beneficiaría a nuestra Provincia de Entre Ríos; creemos desde nuestra Legislatura, allanar el camino de reclamo a nuestro Estado Provincial, convenientemente a lo dispuesto.


Desde el año 1.992, el Acuerdo suscripto por el entonces Gobierno Provincial, fue prorrogado sucesivamente mediante diversos Pactos de la misma naturaleza con el Estado Nacional, a través de la Ley Nº 26.078 y de los artículos 1, inciso a), y 4 del Decreto N° 1.399/01; la que hoy, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, dispuso la Inconstitucionalidad del artículo 76, motivando en el mismo, la presentación de éste Proyecto de Ley, para facilitar al Estado Provincial, los recursos legales y jurídicos necesarios de presentación al reclamo correspondiente.

Llevamos muchos años sosteniendo que resulta arbitrario el 15% de nuestros recursos, a las arcas del Estado Nacional, pudiendo ello, permitir un mayor crecimiento geo-político y social a nuestra Provincia; sin desmedro de los aportes que sean necesarios a tal fin de las cargas sociales de la Nación, pero equilibrando la balanza de lo que significan “ingresos-egresos-recursos” para el sostenimiento positivo de nuestra Provincia. Lo que seguramente ha instado en una resultante económica poco felíz a lo planteado en nuestro PBI y las proyecciones a futuro de políticas positivas y tangibles para todos los Entrerrianos.

No obstante, respetuosos de la legislación determinada en el año 1.992 y los Acuerdos que en su momento, realizara el Estado Provincial y el Estado Nacional, hemos cumplido con todo lo requerido. Sin embargo, las necesidades se hacían evidentes año a año, en detrimento de nuestro crecimiento económico desde la producción, la industrialización, el incentivo a las pymes y a todo el desarrollo sostenido que viene nuestra Provincia teniendo, no sólo desde la percepción de los Entrerrianos, sino desde la mirada nacional y los Acuerdos comerciales internacionales.  


Es más que importante, que tomemos en consideración los párrafos 20, 21, 22, 23 y 24 de los Considerandos del Decreto Nº 2635/2015 de Presidencia de la Nación:
“Que, en consecuencia, el estricto cumplimiento de las precitadas decisiones judiciales de la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, trae aparejado dos consecuencias inexorables, desde lo jurídico y desde lo económico, ya que sólo resolvió sobre tres casos concretos. Desde lo jurídico colocan en situación de desigualdad al resto de las Provincias y a la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, produciendo una palmaria inequidad entre los Estados Provinciales, contrario al más elemental principio de igualdad ante la justicia, consagrado por la CONSTITUCIÓN NACIONAL y el SISTEMA FEDERAL REPRESENTATIVO Y REPUBLICANO, consagrado en el artículo 16 y 1°, respectivamente, de la CONSTITUCIÓN NACIONAL por lo cual debe salvaguardarse dicha situación. Y desde lo económico: de no preverse una decisión rápida que impida la continuidad de la detracción declarada inconstitucional, se incrementarían los montos adeudados con más sus intereses al resto de las Provincias y la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, generando una sustancial y profunda modificación en el régimen de coparticipación federal de impuestos, ocasionando a la vez el desfinanciamiento de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL.
Que, ante la situación planteada, y no habiéndose sancionado aún desde el 22 de agosto de 1994 la Ley de Coparticipación Federal que establece el artículo 75 inciso 2 y la Disposición Transitoria Sexta de la Constitución Nacional, resulta necesario adoptar medidas urgentes, haciendo extensivo a la totalidad de las restantes jurisdicciones el cese a la detracción del 
QUINCE POR CIENTO (15%) de la masa de impuestos coparticipables pactada en la Cláusula Primera del “ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO NACIONAL Y LOS GOBIERNOS PROVINCIALES” del 12 de agosto de 1992 ratificado por la Ley N° 24.130, en la proporción que le corresponda de acuerdo a la distribución y a los índices fijados en la Ley N° 23.548.
Que es de estricta justicia para con el conjunto de las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires extender los efectos de los fallos al conjunto de ellas, en pleno acatamiento a la decisión de la CSJN y previendo además la debida protección al sistema para que no se resientan las prestaciones que tiene a su cargo, mientras tanto se discuta un nuevo régimen federal que suplante al actual. 

Que va de suyo los argumentos de la CSJN permiten suponer su extensión a cuantas Provincias reclamantes se presenten y en el menor tiempo posible, por lo que es necesario evitar pleitos, gastos y la producción de intereses que compensen las demoras.

Que el mejor modo de componer la situación consiste en dejar inmediatamente sin efecto las detracciones, previendo la sustitución del financiamiento con otro de origen nacional exclusivo hasta que se rediscutan los términos de un nuevo régimen.” 


Por todo lo expuesto, teniendo en cuenta que de por sí, nuestro Gobierno Provincial que concluye su mandato, ha intentado  todos los medios posibles para que la Provincia crezca de pié frente al avance científico, tecnológico, productivo, desarrollista y socialmente equitativo en todas las expresiones que las necesidades de los Entrerrianos han tenido, frente a la inequidad que la “economía” muchas veces ha puesto en “jaque” a nuestras Instituciones y a nuestra Población; es por ello, que es menester, tomar decisiones drásticas y rápidas, frente a los hechos que acontecidos, puedan perjudicar a todo el territorio Entrerriano.

Es por lo tanto, todo lo expresado y conocido públicamente, tratando de no redundar en lo ya expuesto frente a nuestra sociedad y tangiblemente visible, solicito a mis pares, el acompañamiento de éste Proyecto de Ley, auspiciando que la Honorable Cámara de Diputados, acompañe así mismo, en 
expedito tiempo, la sanción de éste Proyecto que contribuiría en cada uno de los Entrerrianos.
Gracias Señor Presidente.
